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I.- El concepto de informalidad laboral

Queremos empezar diciendo que el término informalidad puede tener muchas significaciones y es por ello que el presente exposición utilizamos una definición propia, para que nos sirva de instrumento para explicar desde diversas perspectivas, desarrolladas brevemente, el tema de la informalidad, el rol del derecho laboral y lo acontecido en Perú; que espero sirva de reflexión para la construcción de la dimensión social en el ámbito americano. Pero disculpas por las reflexiones preliminares de esta presentación que espero pronto superar con un envío posterior que nos ayude más en el debate.

Entendemos por informalidad laboral a la exclusión total o parcial de las normas que conforman al derecho del trabajo. Este fenómeno se produce en la economía formal e informal, y puede ser conocida desde una aproximación a las unidades de producción (empresa) o a las circunstancias específicas de los trabajadores. 

La informalidad laboral de la economía informal presenta causas aparentemente estructurales al sistema capitalista, el capital se concentra en los países centrales mientras que, los excedentes que se trasladan a la periferia originan que gran parte de las unidades de producción de nuestros países no puedan acceder al sistema. Desde la perspectiva de los trabajadores la economía formal no produce los puestos de trabajo suficientes (en cantidad y calidad), y nuestros desempleados al carecer de una protección social efectiva se sumergen en la informalidad para subsistir en unidades de producción informales o convertirse en trabajadores autónomos. 

La informalidad laboral de la economía formal es más bien un fenómeno característico de los países desarrollados. Este es el resultado del desencuentro entre la relación laboral jurídica (el ámbito del derecho del trabajo) y la relación laboral económica. Las nuevas formas de organización empresariales generan nuevas manifestaciones de subordinación a las que el derecho laboral tarda en alcanzar (si es que acaso las alcanza), las relaciones de trabajo “triangulares”, los grupos de empresa, los trabajadores convertidos en microempresarios, los trabajadores para-subordinados, el trabajo a distancia, el teletrabajo, la deslocalización del capital hacia los extramuros de sus territorios, etc., presentan situaciones de desprotección social (de lo que me atrevo a llamar informalidad laboral); las que, en menor escala, se presentan también en nuestras economías.  

Frente a esta realidad, la política gubernamental parece invertir su mayor parte del tiempo a: a) Promover la inversión extranjera (para captar la mayor cantidad de excedentes o saldos del capital) y b) Buscar que el sector empresarial sea competitivo (para ganar las mayor cantidad de cuotas del mercado extranjero). Estas son las fórmulas genéricas que se plantean desde cierto sector para ampliar la economía formal y en consecuencia reducir la informalidad característica de nuestros países.

II.- Algunas ideas sobre la informalidad laboral y el liberalismo económico

2.1.- La aproximación del neo liberalismo económico en el Perú

Es conocido que el liberalismo propone de manera básica reducir los espacios de actuación del Estado para, en relación condicional, ampliar los espacios de la libertad de los individuos. Esta premisa acercada al derecho del trabajo plantea un reacomodo radical de sus fuentes. Si las fuentes principales del derecho laboral son la Ley, la autonomía colectiva y la autonomía individual; la desregulación o eliminación de las normas estatales (la reducción del Estado) relevan el papel regulador del contrato de trabajo (autonomía individual). Por su lado, la autonomía colectiva, en tanto requiere apoyarse en una autonomía privada normativamente equilibrada (equilibrada por ley que es la que precisamente se retira o diluye) igualmente cede su rol de fuente reguladora.

De esta manera, el liberalismo económico al centrar la regulación de la relación laboral en la aparente “neutralidad” de el contrato de trabajo, permite que sea en este espacio en donde se pueda definir la formalidad laboral; de esta manera, sólo estarán en la informalidad laboral aquellos trabajadores cuyos contratos de trabajo (con el contenido fijado por la autonomía individual) hayan sido incumplidos por el empleador. En tanto el trabajo sea un bien especialmente escaso que pone al trabajador en necesidad económica de conseguirlo, la autonomía privada individual será desplegada en asimetría de poderes, por ello, la regulación de la relación del laboral nacerá formalmente del contrato de trabajo pero sustantivamente (realmente) de la autonomía del empleador. Con ello, el derecho habrá garantizado la libertad del capital  y su poder para regular unilateralmente las relaciones de trabajo. 
Esta propuesta del liberalismo económico no plantea directamente la eliminación del derecho del trabajo, ello deslegitimaría al sistema capitalista. Se propone mas bien atribuirle al derecho del trabajo nuevos roles, acordes con “la nueva realidad económica”, de tal suerte que su rol esencial: equilibrar jurídicamente una relación económicamente asimétrica y garantizar el pleno ejercicio de los derechos fundamentales pierda el peso en su configuración. Con lo expresado no quiero negar la importancia de estos nuevos roles, me parecen necesarios, pero creo que ellos no deben distraer la finalidad esencial y originaria del derecho del trabajo.

De manera muy descriptiva estos nuevos roles son:

a) El derecho laboral como instrumento de la política de empleo. 

Una premisa frecuente consiste en argumentar que la economía formal, en donde se despliega con efectividad el derecho laboral, tiene costos de transacción muy elevados. El derecho del trabajo contribuye en crear dichos costos; por tanto es un rol del Estado bajarlos a fin de permitir la creación de más empleo formal.  En buena cuenta el derecho laboral debe contribuir a generar más empleo formal convirtiéndose en un instrumento de la política de empleo.

Otro componente de dicho rol radica en que deben eliminarse las protecciones contra el despido injustificado y/o permitirse la contratación temporal, a fin de aumentar la rotación de trabajadores en el mercado de  trabajo, de tal forma que, en una suerte de “solidaridad de clase”, todos gocen por algún momento de un empleo en la economía formal (reparto del trabajo). Se argumenta una justicia redistributiva fundada contradictoriamente en la inseguridad jurídica de los trabajadores.

Sobre estas premisas, veremos mas adelante que el rol esencial del derecho del trabajo no puede ni debe ser el de un instrumento de la política de empleo. Ello no niega que el derecho del trabajo pueda residualmente promover el reparto de trabajo mediante medidas como la reducción de la jornada de trabajo, la disminución de la edad de jubilación, la limitación y el encarecimiento de las horas extras para fomentar la contratación de nuevos trabajadores, entre otras. 

b) El derecho laboral como instrumento de la competitividad empresarial 

Otro rol que se propone atribuir como esencial al derecho del trabajo es el logro de la competitividad, sea a través de la reducción de los costos laborales o del aumento de la productividad del trabajador.

Sobre la reducción de los costos laborales, se argumenta que los costos producidos por el derecho laboral crean una barrera económica que protege a un grupo cada vez más reducido de trabajadores; por lo que se requiere eliminar estos costos de transacción 

En cuanto al aumento de la productividad, medidas de promoción como la formación profesional, los tipos de salarios que alientan la productividad, el derecho a la participación en las utilidades de la empresa, o medidas punitivas como considerar a la incapacidad o rendimiento por debajo del promedio como causa justa de despido, son expresiones de este rol promotor de la competitividad que también se le atribuye al derecho del trabajo.

c) Breve conclusión sobre la informalidad laboral y el derecho del trabajo desde la perspectiva del liberalismo económico. 

El liberalismo económico basa la regulación laboral de manera hegemónica en el contrato de trabajo. El enfrentamiento de la informalidad laboral, reducida a un tema de costos laborales, supone eliminar los costos de transacción impuestos por el Estado, cuando no por la autonomía colectiva, para que en la “intimidad” contractual el empleador defina el contenido del íntegro de las prestaciones. La informalidad laboral sería casi un sinónimo de incumplimiento contractual. Se habría conseguido entonces por la vía de la “libertad” la formalidad o formalización laboral (en el sentido que la hemos definido); por supuesto, a costa de inequidad y exclusión social. 

III.- Informalidad laboral y el contrato de trabajo

Desde una perspectiva de la relación de trabajo, la informalidad laboral de la economía informal “produce” relaciones laborales disfrazadas o encubiertas. Citando el Informe V, el ámbito de la relación laboral, de la OIT, aquí se dan los encubrimientos más radicales en tanto el ocultamiento consiste “en hacer aparecer una relación de trabajo con el aspecto de una relación de naturaleza jurídica diferente, sea civil, comercial, cooperativa, de base familiar, o cualquier otra.”

Este disfraz de la relación laboral tiene por finalidad inaplicar las normas externas al contrato de trabajo o dicho de otro modo, heterónomas a la autonomía privada, que son la fuente estatal y colectiva. En la informalidad laboral, la única fuente de regulación “efectiva” es el contrato de trabajo. Tratemos de explicar esta afirmación.

La autonomía privada individual tiene las siguientes funciones:

. Constitutiva del contrato de trabajo.- Da origen al contrato de trabajo.  

. Reguladora de la relación.- En esta función la autonomía privada funciona en relación con la ley, el convenio colectivo, y en el marco de esta relación determinar la cantidad, calidad de trabajo, tiempo, lugar de prestación del servicio, salario, etc.

. Aplicativa.- Esta función nos permite distinguir entre la existencia de un derecho del cual el trabajador es titular, de goce efectivo del mismo; el goce o no del derecho se decide (legal o ilegalmente) en la fase aplicativa del contrato de trabajo. 

El no disfrute de los derechos se puede producir por:  

. El libre consentimiento de las partes 

. La acción unilateral del empleador

. La acción unilateral del propio trabajador

En el Perú, la informalidad laboral de la economía informal se produce principalmente e inicialmente por el libre consentimiento de las partes; los saldos del capital no producen empleos decentes, y ante la ausencia de una protección social, el ánimo de sobrevivir impulsa a éstos trabajadores, por la vía del contrato de trabajo, a decidir no gozar efectivamente de sus derechos laborales, especialmente de aquellos de contenido económico. Sin embargo el disfraz absoluto de la relación laboral (inicialmente convenido por las partes) termina excluyéndolo  a los trabajadores del goce de los derechos laborales fundamentales; de ahí que en el sector informal la trata de personas, el trabajo infantil, las relaciones de semi-esclavitud tengan una alta incidencia.

IV.- El rol del derecho del trabajo desde una perspectiva económica y la informalidad laboral. 

a) Una brevísima aproximación desde la economía de la información.

El mercado de trabajo es aquel en donde empleadores (demanda) y trabajadores (oferta) intercambian sus servicios a cambio de una remuneración (precio). En un mercado perfecto, que supone la existencia de agentes económicos con poderes de negociación e información simétrica o equivalente, la “mano invisible” del mercado debería fijar en equilibrio la cuantía de las remuneraciones. La simetría aludida debería permitir a trabajadores y empleadores adoptar las decisiones más eficientes para sus intereses. La remuneración pactada en actuación de eficiencia sería la única que aquel mercado podría producir, aún cuando la cuantía de ésta no satisfaga las necesidades básicas de trabajador; con ello, una primera conclusión de entrada es que la remuneración en un mercado de trabajo perfecto no es necesariamente justa (para las necesidades del trabajador) pero sí sería equitativa en tanto el punto de equilibrio ha sido determinado en simetría de poder de negociación; ambas partes han debido hacer mutuas concesiones para convencer al otro en celebrar un contrato de trabajo. 

A decir de Stiglitz
 el mercado de trabajo presenta dos imperfecciones: de información y de capacidad de negociación. En cuanto a la asimetría en la capacidad de negociación, esta es una constatación que está en la génesis del derecho del trabajo, es justamente esta asimetría la que origina este derecho. ¿Ha cambiado esta asimetría desde aquellas lejanas épocas?. Las respuesta es sí; pero para acentuarlas, el poder del capital es hoy infinitamente más poderoso que en el siglo XIX; las relaciones laborales son marcadamente más desiguales, con excepciones de pequeños grupos de trabajadores altamente calificados, para quienes las fronteras del mundo parecen abrirse con facilidad.

Para cualquier mercado, el Estado Moderno interviene para regular sus imperfecciones, para destruir monopolios, para promover organizaciones de consumidores, para garantizar el derecho de información, para regular la actuación de las empresas privadas que prestan servicios públicos. En los mercados de bienes y servicios la intervención estatal busca promover la competencia, equilibrar poderes, y en tanto los mercados sean imperfectos intervenir incluso en la regulación de precios; con igual lógica el Estado regula el mercado laboral mediante el derecho del trabajo.

De lo referido, se discute en Perú cuál es el rol del Derecho del Trabajo. Creemos que desde una perspectiva económica (que no puede ser excluyente de lo principal que está vinculado con los derechos humanos y la dignidad de la persona) el rol está en corregir las asimetrías de información y del poder de negociación.

¿Cómo hacerlo?. En cuanto al equilibrio de los poderes de negociación, para la gran masa de trabajadores es la organización sindical el sujeto, que por el lado de la oferta, institucionaliza el mercado de trabajo. Existen entonces derechos laborales que institucionalizan el mercado de trabajo. ¿Cuáles son éstos?. De primera entrada los derechos colectivos (sindicación, negociación colectiva y huelga); si se propone la existencia de organizaciones sindicales representativas y eficientes, los tres derechos colectivos (que mantiene una relación de interdependencia) debe, no sólo ser reconocidos, sino promovidos.

Los derechos laborales colectivos no pueden ejercitarse ampliamente si a nivel individual, a nivel del trabajador, éste no cuenta con seguridad jurídica y pleno ejercicio de los derechos fundamentales, además de información sobre el mercado de trabajo y competencias sobre el puesto de trabajo. Abramos un paréntesis para referirnos a la seguridad jurídica. Hoy el capital exige más que nunca seguridad jurídica para invertir, los empleadores le exigen al Estado reglas de juego claras y duraderas, para medir su riesgo, sus costos y rentabilidad; pues bien ¿Por qué los trabajadores no pueden igualmente tener seguridad jurídica?. La seguridad jurídica  a nivel de la relación individual de trabajo se traduce en que la duración del contrato no puede estar librada a la discrecionalidad del empleador, sino a causas objetivas, de forma que los despidos injustificados (ineficientes en tanto no obedecen a causas justas) tengan una consecuencia negativa para el empleador (reposiciones, indemnizaciones). Considero que otra forma de obtener seguridad jurídica (distinta de la planteada) es protegiendo económicamente al trabajador que sale del mercado, por ejemplo a través de un seguro de desempleo; de ahí por ejemplo que, existan países con mercados de trabajo eficientes a pesar de existir un régimen de despido libre. 

Entonces, la seguridad jurídica, desde la primera perspectiva (propia de los países de tradición jurídica romano-germánica), radica en la duración de la relación de trabajo, en el establecimiento del principio de causalidad para los contratos temporales (sólo pueden celebrar si existen necesidades temporales), en la protección contra el despido injustificado brindando seguridad económica (como dijimos reposiciones, indemnizaciones, seguros de desempleo, etc.) Este es el núcleo duro y mínimo de la seguridad jurídica en el mercado de trabajo, que conjuntamente con la garantía de derechos fundamentales individuales y la información del mercado, proyecto a nivel colectivo el ejercicio de derechos que corrijan las asimetrías de poder.

Los costos de esta institucionalización del mercado de trabajo no pueden ser objeto de rebaja. Por ello, cuando se plantea la reducción ciega de costos laborales (aunque en ello se esté destruyendo la institucionalidad) el Estado estaría incumpliendo uno de sus roles esenciales: Intervenir en los mercados imperfectos para promover correcciones. Como en cualquier mercado, el mercado laboral presenta costos de transacción que no pueden ser eliminados, son parte de la institucionalidad; ello implica que, aquellos agentes que no puedan asumir dichos costos estarán al margen de este mercado formal; será una informalidad laboral inevitable de la perspectiva de los costos de transacción; en la que el Estado deberá intervenir mediante una serie de baterías concurrentes, como son las políticas de empleo, la promoción de la inversión privada, la seguridad social, la promoción de micro y pequeñas empresas, etc.

En conclusión, en el derecho laboral (mecanismo de regulación del mercado de trabajo) deben distinguirse claramente los “derechos laborales institucionales” (DLI), aquellos que corrigen las asimetrías o imperfecciones, de los “derechos laborales no institucionales” (DLNI). Los primeros no pueden ser eliminados, y si lo son debe ser sustituidos por otras instituciones de garantía, forman parte también de este grupo los derechos fundamentales (claro estos no pueden ser ni eliminados ni sustituidos); los segundos, teóricamente pueden ser derogados por la fuente que los originó, su eliminación o no depende de las coyunturas económicas y sociales específicas; están en este grupo derecho de contenido económico como el salario mínimo legal, gratificaciones, asignaciones, etc.

b) El mercado laboral como redistribuidor de riqueza

Algunos sectores en el Perú plantean la tesis denominada “del chorreo o goteo”. Es decir, desinstitucionalizado el mercado laboral, incrementado el poder del capital, el aumento de la competitividad, conjuntamente con la inversión privada, hará crecer la economía. En algún punto (no definido en el tiempo) dicho crecimiento goteará ingresos a los trabajadores. Sin embargo, ¿quién define el momento, el tamaño y la frecuencia de la “gota?: la mano invisible de un mercado asimétrico; entonces el sector empresarial. En tanto el sector empresarial debe velar razonablemente por sus intereses de grupo, siendo uno de ello la maximización de sus beneficios; las brechas sociales habrán de aumentarse, produciendo procesos de descohesión social en estructuras sociales frágiles que pondrían en peligro (si es que acaso ya no originan) la gobernabilidad de nuestros países.  

Creemos que un mercado laboral simétrico es el mejor escenario para redistribuir la riqueza, o incluso para plantear ajustes, adaptaciones hacia abajo, rebaja de derechos (en tanto no sean fundamentales). 

 V.-  La acción normativa del Estado frente a la informalidad laboral

5.1) La reforma laboral de los 90 

a) La acción normativa en la relación del trabajo

En  la década de los 90 se instala en el Perú el gobierno de Alberto Fujimori arriando (según decían) las banderas de liberalismo económico sobre la base de una construida estructura de poder autoritaria (totalitarismo político), combinación que contó al inicio con el apoyo mayoritario de la población.

Para el mundo del trabajo, esta combinación proyectó en lo público el cierre de los espacios políticos para la actuación sindical y la represión de su clase dirigente, en contrapartida, lo inversamente distinto ocurrió con una complacida clase empresarial  Esta estructura totalitaria produjo, como les resultará obvio, políticas y normas que ampliaron  la “libertad del capital” por la vía de modificar la relación de fuentes del derecho del trabajo relevando el rol de la autonomía individual.

La fórmula se basó en que la promoción de la inversión privada (especialmente la extranjera) requería de un control o reducción de los costos laborales, de normas laborales flexibles cuando no de ausencia de normas estatales y colectivas, para que a través de la aparente neutralidad del contrato de trabajo, el empleador impusiera las reglas de juego. 

Grafica esta fórmula las palabras del entonces Ministro de Economía y Finanzas que declaró lo siguiente: “el objetivo de la reforma en el mercado laboral en su flexibilización, tanto a través de la libre entrada o salida de éste (libertad para aumentar o reducir personal), como la libre determinación de los salarios, y la reducción de los costes laborales. Se requiere acabar con el poder monopólico de los sindicatos en las negociaciones de las condiciones de trabajo y en el uso de la huelga como mecanismos de negociación”.

Veamos cronológicamente como se efectuaron dichas medidas:

. 1990 – 1991

Se expidieron normas de urgencia (del Ejecutivo) que luego fueron reguladas como permanentes (mediante Ley) para controlar salarios, prohibir indexaciones salariales, o suprimir aumentos para el sector sin negociacion colectiva. Estas medidas fueron luego observadas por los órganos de control de la OIT.

. 1991

. Se amplían los contratos trabajo sujetos a modalidad, quebrándose el principio de causalidad de los contratos de trabajo temporales. Por ejemplo, se permite celebrar contratos temporales por inicio de nueva actividad empresarial. En este caso la propuesta apuntó a que el trabajador compartiera el riesgo del negocio con el empleador.   

. Se elimina la estabilidad laboral absoluta; y aunque se reconocieron los derechos adquiridos de los trabajadores ingresados con anterioridad, con posterioridad, dicha modificación se extendió a todos los trabajadores.

. Se regularon los convenios de prácticas pre -profesionales y la formación laboral juvenil; ambos convenios excluidos del derecho del trabajo. En el caso de la formación laboral juvenil (que permite contratar jóvenes entre 16 a 25 años), en una primera etapa se permitió contratar hasta un 40% del total de personal de la empresa.

. Se regula la intermediación laboral sin garantías mínimas para los trabajadores (a nivel individual y colectivo).

. Se aprobaron procedimientos de despidos masivos (por razones económicas) con presunciones administrativas a favor del despido.

.  1992

Se privilegia la negociación colectiva a nivel de empresa. Las negociaciones colectivas previas debían ser revisadas en su contenido y nivel de negociación. A falta de acuerdo, estos contenidos quedaban sin efecto, y sobre el nivel, el disenso reconducía la negociación al nivel de empresa, lo que produjo la eliminación de muchas negociaciones por rama de actividad. Se puede advertir que la finalidad fue la de atomizar el poder sindical a efectos de rebajarlo.

Las medidas descritas no son todas desequilibradoras, más aún algunas nos parecen adecuadas; sin embargo, todas ellas fueron dadas sin un proceso previo de diálogo social

b) Resultados cuantitativos y cualitativos de la reforma

Desde un punto de vista cualitativo la reforma disminuyó la actividad sindical acentuando los desequilibrios; aunque contradictoriamente para muchos, el Estado mantuvo su rol interventor en la regulación de derecho de contenido económico (gratificaciones, asignaciones, compensación por tiempo de servicios, participación en utilidades, incremento de la remuneración mínima vital, etc.). Nos parece que esto tiene diversas explicaciones, pero fundamentalmente el carácter totalitario del régimen suponía establecer una regulación solo a nivel de la Ley o del contrato de trabajo (eliminándose la autonomía colectiva), además que desde la Ley se podía cómodamente intervenir para mantener el apoyo de muchos trabajadores. Ello nos permite concluir que el liberalismo económico apoyado en un sistema político totalitario, como ocurrió en el Perú en la década de los 90, puede producir (normalmente lo hace) una atomización de las relaciones laborales cuyo contenido económico se mantiene en gran medida regulado por la Ley, y por la autonomía individual.

Desde un punto de vista cuantitativo, tenemos los siguientes datos  a nivel de Lima Metropolitana, sintomáticos de lo expuesto:

. En 1990 el sector informal era de 57.1%  y el formal de 42.9%, para el año 2000, el sector informal llegó a 62.6% y el formal a 37.4. A partir del 2000 se aprecia una ligera disminución del sector informal.

. Los pliegos de reclamos presentados fueron 1164 en 1990, y se redujeron a 179 en 1999.

. Sobre la cobertura de la negociación colectiva, ésta alcanzaba al 27.94% del total de asalariados; para 1996 esta cubría sólo el 7.38%.

. Sobre la duración del contrato de trabajo. En 1990 la relación entre contratos indeterminados y contratos “temporales” era de 61% a 29% respectivamente. Para el año 2000, la relación era casi inversamente proporcional de 22% al 78%.

. En cuanto a la tasa de registro sindical, en 1993 se registraron 160 sindicatos y en 1999 sólo 15. Durante este período se produjeron 555 cancelaciones de registros sindicales.

c) La acción administrativa (la inspección del trabajo) (formalidades en cadena)

Paradójicamente, la inspección del trabajo se mantuvo en situación de precariedad, mientras que al frente la inspección tributaria aumentó geométricamente su eficiencia. Claramente la política tributaria tuvo una mayor importancia que la política laboral. Como la política de gobierno suele expresarse en distribución presupuestaria, basta señalar que el Ministerio de Trabajo tuvo el 0.07% de participación en el presupuesto nacional.

La rebaja de derechos equilibradores, la flexibilización laboral heterónoma (o de origen estatal) no vino acompañada de una inspección de trabajo, desprotegiéndose en este nivel  a los trabajadores. 

c) Acciones para corregir la asimetría de la información

En este ámbito consideramos que se dieron algunos pasos importantes, pero limitados por la estructura presupuestaria señalada. Es relevante el impulso que se le dio a la bolsa de trabajo pública (actualmente cuenta aproximadamente con 77,000 trabajadores inscritos, siendo colocación mensual de 1300 trabajadores aproximadamente), igualmente se establecieron programas de información laboral a trabajadores y empleadores mediante medios electrónicos y telefónicos, aunque de angosta cobertura.

5.2.- La informalidad laboral a partir del 2001

a) La apertura democrática

A partir del 2000 se inicia en el Perú un proceso de apertura democrática consiguiendo las organizaciones sociales, incluidas las sindicales, tener espacios públicos para desplegar su acción de representación. Después del totalitarismos, la institucionalidad democrática parece estar echando raíces, los actores sociales (empleadores y trabajadores) tienen espacios de participación, de diálogo social, que enmarcará  a cualquier reforma que pueda imprimirse dentro de un cauce plural. Para usar la tipología de Ermida Uriarte, la flexibilidad laboral (sea de adaptación o de desregulación) ya no es posible que sea “impuesta salvajemente” por el Estado; esto me parece una conquista importante de la sociedad peruana.

En cuanto a los contenidos, frente a la realidad de ser una economía de periferia y tener entonces, una informalidad laboral en la economía informal que no puede ser resuelta desde el derecho laboral (no es su objeto) sino más bien con concurrentes medidas; como son las políticas de empleo, la promoción de micro y pequeñas empresas, la seguridad social, etc.; aún el proceso social y político no ha construido acuerdos laborales básicos que definan el modelo.

Así tenemos que, en el aspecto normativo, las reformas introducidas en los 90 son hoy objeto de un intenso debate nacional. Está sobre la mesa la discusión de un proyecto de ley denominado “Ley General del Trabajo”, proyecto que en síntesis propone establecer reglas que reequilibren las relaciones de trabajo; pero que, por otro lado, mantienen un nivel de intervención importante en la regulación de DLNI.

En el debate el efecto “China” y la inminencia de perder cuotas del mercado externo, especialmente los textiles; y la incapacidad de las empresas para aumentar su productividad, sirve de argumento para cierto sector de los empleadores que plantea la reducción de los costos laborales (especialmente aquellos que institucionalizan, como es la indemnización por despido y la contratación temporal). Mucho piensan aún que la rebaja indiscriminada (afectar DLI) de los costos laborales es una medida necesaria para mantener la competitividad y aumentar la economía formal. En resumen los empleadores proponen mantener o aumentar el desequilibrio de poderes vigentes (DLI), y rebajar algunos de los DLNI.

Por su lado los trabajadores, aún sin espacios a nivel de las relaciones colectivas de trabajo, articulan a nivel político para conseguir una mejor capacidad negociadora (muchas veces sin una conciencia clara de ello) y por otro lado, proponen mantener la intervención del Estado en la regulación de los DLNI. 

En buena cuenta los puntos de desencuentro radical están referidos a las cuotas de poder dentro del ámbito de poder, al reacomodo del peso de las fuentes del derecho.

Frente a esta situación, consideramos que la reforma debe apuntar por garantizar los DLI, y plantear que los DLNI pueden ser dispuestos por negociación colectiva; a fin que la adaptación a las nuevas realidades económicas sean definidas de manera autónoma y no por el mandato siempre general y uniforme de la Ley.

Debo agregar que en julio de 2003 se expidió la Ley Nº 28015, Ley de Promoción y Formalización de la Micro y Pequeña Empresa; norma que establece medidas municipales, tributarias y laborales principalmente. En el ámbito laboral esta norma elimina con carácter temporal (por cinco años) diversos DLNI (gratificaciones, asignación familiar, compensación por tiempo de servicios y participación en utilidades) aunque sobre una remuneración mínima igualitaria para todo el mercado. Los DLI son afectados en tanto se disminuye a la mitad la indemnización por despido injustificado. Esta norma a la fecha tiene aprox. 1260 empresas inscritas en el régimen.

Finalmente, se plantea en el marco del diálogo social que el proceso de institucionalización (regulación y fortalecimiento de los DLI) vaya aparejado de un proceso de desintervención  o desregulación de los DLNI en tanto se vaya superando o atenuando las asimetrías; y de un fortalecimiento de la acción inspectiva de trabajo. Un mercado laboral simétrico permite atenuar de manera más eficiente la informalidad laboral de la económica formal. Para la informalidad laboral de la economía informal, el fortalecimiento del sector formal que suele originar formalidades en cadena en la economía informal, las políticas de empleo, el regulación de la responsabilidad social, la seguridad social, son medidas que se debaten (aún de manera inorgánica) en el escenario político peruano.
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